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ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2016, Año de la Lucha Contra la Diabetes”
	



Iniciativa con proyecto de Decreto para  modificar el contenido del segundo párrafo y adiciona un tercero, recorriendo el que ocupa dicha posición al cuarto lugar, del Artículo 86  de la Ley de Aguas para los Municipios  del Estado de Coahuila de Zaragoza.
· Mediante la cual propone ampliar los supuestos en los cuales no podrá suspenderse el suministro de agua, incorporando a los edificios destinados a la prestación de servicios médicos, escuelas públicas de nivel básico o centros de reinserción social o para detención preventiva. 

Planteada por el Diputado Armando Pruneda Valdez, conjuntamente con las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal”.
Fecha de Lectura de la Iniciativa: 31 de Mayo de 2016.

Turnada a la Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua.

Fecha del Dictamen: 

Decreto No. 
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
PRESENTE.- 

Iniciativa que presenta el Diputado Armando Pruneda Valdéz, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ALONSO JOSÉ RICARDO LUJAMBIO IRAZÁBAL” del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 59, fracción I,  y 67, fracción I, de la Constitución Política del Estado; y 21, fracción IV, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, sometemos a la consideración de esta Honorable Asamblea, la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto para  modificar el contenido del segundo párrafo y adicionar un tercero, recorriendo el que ocupa dicha posición al cuarto lugar, del artículo 86  de la Ley de Aguas para los Municipios  del Estado de Coahuila de Zaragoza,  al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

El artículo cuarto constitucional establece: 

………..

Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. El Estado garantizará este derecho y la ley definirá las bases, apoyos y modalidades para el acceso y uso equitativo y sustentable de los recursos hídricos, estableciendo la participación de la Federación, las entidades federativas y los municipios, así como la participación de la ciudadanía para la consecución de dichos fines.

De acuerdo a  la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el derecho humano al agua debe entenderse de la siguiente forma:
Décima Época; Registro: 2001560;  Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito.

Tesis Aislada.
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 3; Materia(s): Constitucional
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AGUA POTABLE. COMO DERECHO HUMANO, LA PREFERENCIA DE SU USO DOMÉSTICO Y PÚBLICO URBANO ES UNA CUESTIÓN DE SEGURIDAD NACIONAL.


El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, la Organización Mundial de la Salud, la Asamblea General de las Naciones Unidas, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (artículo 11), reconocen el derecho al agua, así como que los Estados participantes quedaron vinculados a garantizar que los habitantes de su jurisdicción tengan acceso al agua potable, de modo que esté a disposición de todos, sin discriminación y económicamente accesible; en tanto que del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se advierte que el derecho al agua potable es fundamental e indispensable para la realización, goce y disfrute de los demás derechos humanos, cuya preservación en cantidad, calidad y sustentabilidad es tarea fundamental tanto del Estado como de la sociedad, por cuanto a que tal derecho está basado en las premisas de un acceso al bienestar de toda la población, sustentado por los principios de igualdad y no discriminación, independientemente de las circunstancias sociales, de género, políticas, económicas o culturales propias de la comunidad en la que se opera. En este sentido, conforme a los principios que sustentan la política hídrica nacional y con base en las fracciones I y XXII del artículo 14 Bis 5 de la Ley de Aguas Nacionales, el Estado garantizará que el derecho al agua sea seguro, aceptable, accesible y asequible tanto para uso personal como doméstico, erigiéndose como un beneficio colectivo que debe basarse en criterios de solidaridad, cooperación mutua, equidad y en condiciones dignas, por lo que se ha proclamado de prioridad y de seguridad nacional la preferencia del uso doméstico y público urbano en relación con cualesquier otro uso, razones que excluyen la posibilidad de que pueda ser concebido atendiendo a intereses particulares o de grupos minoritarios, pues de ser así, imperaría un régimen de aprovechamiento del agua sin visión humana y social, con lo cual se atentaría contra la dignidad humana.

De la tesis antes mencionada se desprenden las conclusiones siguientes:

I.- El derecho humano al agua está intrínsecamente relacionado a otros dos derechos humanos esenciales: El derecho a la salud, y el derecho a un medio ambiente adecuado y sano.  
El derecho a una vivienda digna también está ligado estrecha e inseparablemente al derecho al agua para consumo humano y para higiene.
II.- El derecho humano al agua implica que Estado, las entidades federativas y los municipios deben garantizar el acceso de la población al agua potable por medio de crear e invertir en la infraestructura necesaria para hacer llegar el agua a sus hogares, escuelas, hospitales y centros de recreación, así como a los centros de asistencia social.

III.- Sin embargo, existe el problema de que ciertos grupos humanos, debido a sus especial problemática, situación social  y jurídica, no pueden, bajo ninguna circunstancia, ser privados del acceso al agua potable; sin que ello implique que se les deba proporcionar de modo gratuito, o que las autoridades no pueda hacer nada para obtener el pago de lo adeudado; como ejemplo, los siguientes:

A) Hospitales y clínicas de salud.
B) Centros de asistencia social y humanitaria.

C) Centro de reinserción social  y de detención preventiva.

D) Orfanatos.

E) Asilos de ancianos. Y;

F) Escuelas públicas.

Privar a los centros y lugares antes mencionados del agua potable, generaría un caos de salud pública de enormes proporciones, produciendo riesgos sanitarios, especialmente para las personas que residen o acuden temporalmente a dichos inmuebles; violando con ello el derecho a la salud, y a un medio ambiente sano, así como el derecho a vivir en lugares adecuados y libres de riesgos sanitarios.

Actualmente, la Ley de Aguas para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, establece:

ARTÍCULO 86.- En caso de mora por parte de los usuarios en el pago de dos meses de cuota o tarifa establecida para los servicios de agua potable, podrá limitárseles el suministro a la cantidad de agua equivalente a la cuota mínima establecida en la tarifa respectiva; si la mora en el pago es de tres meses, se suspenderá totalmente el suministro de agua, sin perjuicio de que el organismo operador efectúe el cobro de los adeudos, a través del procedimiento administrativo de ejecución.

(ADICIONADO, P.O. 2 DE SEPTIEMBRE DE 2014)

No obstante lo previsto en el párrafo primero del presente artículo, no podrá suspenderse el suministro de agua en los casos que se trate de edificios destinados a la prestación de servicios asistenciales, o en los que por razones de salud pública o seguridad no sea conveniente proceder a la suspensión, sin que lo anterior signifique que la obligación de realizar el pago del servicio de agua no sea exigible…….
Si bien la reforma de 2014, de acuerdo a los legisladores que la aprobaron entonces, comprendía en sus “alcances” hospitales, escuelas y cárceles, de conformidad a las declaraciones  y a la exposición de motivos de la reforma, lo cierto es que en los hechos la redacción del párrafo segundo del artículo 86 no es precisa, es ambigua y se puede prestar a interpretaciones discrecionales, ya que “servicios asistenciales” es un concepto muy amplio, que, a la vez, puede ser limitado por las aplicaciones del mismo en leyes diversas, como la Ley de Asistencia Social y la similar del estado de Coahuila, ya que en estos ordenamientos la asistencia social comprende un amplio catálogo de servicios de corte asistencial y humanitario. El artículo 3 del texto en cita, dispone:
“….Para los efectos de esta Ley, se entiende por asistencia social el conjunto de acciones tendientes a modificar y mejorar las circunstancias de carácter social que impidan el desarrollo integral del individuo, así como la protección física, mental y social de personas en estado de necesidad, indefensión desventaja física y mental, hasta lograr su incorporación a una vida plena y productiva.

La asistencia social comprende acciones de promoción, previsión, prevención, protección y rehabilitación.”

Es así que la palabra asistenciales, con apego a leyes como la señalada, cubre un amplio espectro de servicios, tales como: sanitarios, jurídicos, de desarrollo social, de combate a la desnutrición, de apoyo a los migrantes, de apoyo a los menores explotados; así como para proteger la vida de personas en situación de abuso laboral, de violencia familiar, etc.
Y, por otra parte, la frase “por razones de salud pública o seguridad”, es una frase que también se presta a interpretaciones variadas.

Es el caso, que la Ley no dice textualmente clínicas, hospitales, ceresos, escuelas….

Como legisladores, estamos obligados a crear leyes claras, precisas y entendibles, que no se presten a una interpretación discrecional o, a modo para la autoridad.

También debemos corregir las lagunas jurídicas, las contradicciones, las antinomias y la oscuridad de los ordenamientos en aras de dotarlos de certeza para los destinatarios de los mismos.

Estados como San Luis Potosí y Aguascalientes contemplan en sus respetivas leyes del agua la prohibición expresa de no cortar el servicio a las escuelas y hospitales. 

Se debe aclarar que de ningún modo significa que lo recibirán gratis, o que los adeudos deben ser condonados. 

Es así, que consideramos necesario adecuar la porción normativa ya señalada de la Ley de Aguas de nuestro estado, para hacerla más precisa y certera. 
Por los razonamientos y fundamentos legales expuestos, sometemos a la consideración de esta H. Pleno el siguiente proyecto de:

Decreto

ARTÍCULO ÚNICO: Se  modifica el contenido del segundo párrafo y se adiciona un tercero, recorriendo el que ocupa dicha posición al cuarto lugar, del artículo 86  de la Ley de Aguas para los Municipios  del Estado de Coahuila de Zaragoza, cuyo texto quedaría de la siguiente forma:

ARTÍCULO 86.-  Primer párrafo….

No obstante lo previsto en el párrafo primero del presente artículo, no podrá suspenderse el suministro de agua en los casos que se trate de edificios destinados a la prestación de servicios asistenciales o médicos, ni en las escuelas públicas de nivel básico; así como en los inmuebles donde, por razones de salud pública o por tratarse de centros de reinserción social o para detención preventiva,  no sea conveniente proceder a la suspensión, sin que lo anterior signifique que la obligación de realizar el pago del servicio de agua no sea exigible. 

Para efectos de lo establecido en el párrafo anterior, se consideran servicios asistenciales los comprendidos en la Ley de Asistencia Social y en la Ley de Asistencia Social y Protección de Derechos del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

El cargo por reconexión, tratándose de servicio doméstico, no podrá exceder de cinco veces el salario mínimo diario vigente en el Estado y sólo podrá aplicarse si en el domicilio se ha cortado físicamente el servicio. Lo recaudado por estos cargos se aplicará en el área administrativa de cultura del agua del organismo operador. 

………..

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALTILLO, COAHUILA A 26 DEL MES DE MAYO DE 2016

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS”GRUPO PARLAMENTARIO

“Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”

DIP. JOSE A. PRUNEDA VALDEZ
DIP. YOLANDA O. ACUÑA CONTRERAS   
DIP. LARIZA MONTIEL LUIS


DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO
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